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SCI-647-2012
Comunicación de acuerdo 


	Para:
	Ing. Luis Paulino Méndez, Rector a.i.
Departamento de Servicios Parlamentarios Asamblea Legislativa


	De: 
	Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva 
Secretaría del Consejo Institucional
Instituto Tecnológico de Costa Rica 

	
Fecha:
	
22 de agosto del 2012

	
	

	Asunto:
	Sesión Ordinaria No. 2779, Artículo 12, del 22 de agosto del 2012. Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el Proyecto de “Ley Reforma del Artículo 6 de la Ley de Integración de Juntas Directivas y Gerencias de las Instituciones Autónomas Ley No. 4646, del 20 de octubre de 1970 y sus Reformas”, Expediente No. 16.624


Para los fines correspondientes se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Institucional, citado en la referencia, el cual dice:

CONSIDERANDO QUE:	

1. En Sesión Ordinaria No. 2773 del Consejo Institucional, celebrada el 28 de junio de 2012, se conoce la propuesta del Proyecto de “Ley Reforma del Artículo 6 de la Ley de Integración de Juntas Directivas y Gerencias de las Instituciones Autónomas Ley No. 4646, del 20 de octubre de 1970 y sus Reformas”, Expediente No. 16.624 y se dispone solicitar el criterio a la Escuela de Administración de Empresas y a la Oficina de Asesoría Legal. 

2. Mediante oficio SCI-511-2012, del 28 de junio de 2012, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido al Lic. Alejandro Masís, Director de la Escuela de Administración de Empresas y a la M.Sc. Grettel Ortiz, Directora de la Oficina de Asesoría Legal, se solicita criterio técnico sobre el Proyecto de “Ley Reforma del Artículo 6 de la Ley de Integración de Juntas Directivas y Gerencias de las Instituciones Autónomas Ley No. 4646, del 20 de octubre de 1970 y sus Reformas”.

3. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio Asesoría Legal-390-2012, del 23 de julio de 2012, suscrito por la M.Sc. Grettel Ortiz Álvarez, Directora de la Oficina de Asesoría Legal, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual  emite el siguiente criterio:

“La propuesta de reforma considera importante limitar la gestión de los gerentes y subgerentes de las instituciones públicas  autónomas quienes por ley han venido desempeñando este cargo por seis años y lo que se pretende es que el mismo sea únicamente por cuatro años. Habrá que entenderse que el derecho de reelección prevalece, lo cual parece razonable. Los funcionarios que estén nombrados por seis años antes de la vigencia de la presente reforma, tendrán derechos adquiridos por cuanto no puede aplicarse irretroactividad en perjuicio del sujeto administrado (artículo 34 CP), pero sí será aplicable para quienes a partir de la vigencia de la reforma sean designados en los cargos de gerentes y subgerentes.

Ha de entenderse de igual manera que este proyecto se refiere a las entidades autónomas  o descentralizadas que están reguladas por la Constitución Política en el Título XIV  artículos 188 y 189, que expresamente contempla a los bancos del Estado, Instituciones como el Instituto  Nacional de Seguros o similares, y toda aquella Institución creada por el constituyente tal como sucede con el ICE y La CCSS. Por lo tanto quedan excluidas de su aplicación las universidades públicas estatales por haber sido creadas de manera diferente y con autonomía especial según consta de los artículos 84 y 85 respectivamente.

El acortamiento del plazo podría interpretarse como un intento de equiparación en la duración de los cargos de naturaleza política que rige al  resto de las instituciones públicas costarricenses, y evitar que las personas que ostenten ese cargo cuya designación  es de “tinte político” impidan con su voto tomar las decisiones apropiadas o bloquen los acuerdos de las juntas  directivas donde exista interés directo del Poder Ejecutivo en temas específicos. Esta reforma directamente afectaría la composición de los citados  cuerpos colegiados, los cuales mediante la fórmula conocida como 4-3, entiéndase 4 directores nombrados  por el  Poder Ejecutivo, y  3  directores  provenientes  de las ternas propuestas de estos sectores. En ese mismo sentido, la ley vigente consideró importante establecer la estructura administrativa en manos de las gerencias, para procurar la permanencia institucional y organizativa y la conducción política mediante órganos colegiados. Bien lo indica el mismo proyecto de ley: en ”Los órganos colegiados[footnoteRef:0]3, especialmente las juntas directivas, se han regido en su composición y actuaciones, por la Ley General de la Administración Pública No. 6227 de 2 de mayo de 1978, a partir de su artículo 49 y subsiguientes. Estas instancias operan a tenor de la Ley No. 4646 de Integración de las Instituciones Autónomas- Caso que no afecta a las Universidades en cuanto que a pesar de que igualmente están reguladas por la misma Ley General de la Administración Pública su conformación es diferente en razón de su origen constitucional. [0: 3 Ley General de la Administración Pública No. 6227 de 2 de mayo de 1978.
] 

Es un hecho que no puede desconocer y es que  no obstante  suele suceder con regularidad, que la administración da por concluido el contrato laboral, a aquellos funcionarios pertenecientes a otros partidos políticos, que al ser nombrados por un período de 6 años en las gerencias y subgerencias, de conformidad con la ley precitada, son por lo general removidos por las nuevas  Juntas Directivas, por no encontrarse acorde con la afinidad ideológica-doctrinaria, de partido de gobierno. De ahí, que los pagos por indemnizaciones constituyen altas erogaciones que afectan considerablemente la situación fiscal del Estado. Ante tal problema surge la necesidad  de establecer mecanismos  jurídicos adecuados que eximan al Estado del pago de estas indemnizaciones y decisiones que toman las juntas directivas. 
Por considerar que la búsqueda del equilibrio en la duración del plazo de los nombramientos de los gerentes y subgerentes dentro de las instituciones administrativas señaladas por los artículos 188 y 189 constitucionales es conveniente para la Administración Pública y para el país en general, esta asesoría recomienda aprobar la propuesta, ya que adicionalmente no afecta ni directa ni indirectamente a las Universidades Públicas en tanto la autonomía de la que ellas gozan es diferente y fue creada por el legislador al amparo de una Autonomía Especial y concreta, de tal suerte que la figura de “ gerente y subgerente no es aplicable a ellas.”
Para que las y los señores miembros del Consejo Institucional puedan tener con mayor claridad la propuesta de reforma que se pretende realizar, se ilustra con el presente cuadro comparativo la incidencia legal en el plazo de nombramiento.

	[bookmark: _gjdgxs]Artículo 6 de la Ley de Integración de Juntas Directivas Nº 4646 del 20 de octubre de 1970 y sus reformas
	Reforma propuesta

	[bookmark: _30j0zll]Artículo 6.- Los gerentes y subgerentes de las instituciones citadas en el artículo 4º de esta ley serán nombrados para períodos de seis años y podrán ser reelectos. Sus nombramientos, así como su reelección , requerirán  no menos de cuatro votos favorables de los directores de la Junta respectiva
	Artículo 6.- Los Gerentes y Subgerentes de las instituciones citadas en el artículo 4º de la Ley 4646 y sus reformas, serán nombrados para períodos de cuatro años y podrán ser reelectos. Sus nombramientos, así como su reelección, requerirá de mayoría simple de votos, favorables de los Directores de la Junta Respectiva.



4. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio AED-447-2012, del 27 de julio de 2012, suscrito por el Dr. Alejandro Masís, Director de la Escuela de Administración de Empresas, dirigido al Dr. Julio Calvo, Presidente del Consejo Institucional, en el cual emite el criterio técnico de los especialistas profesores William Jaubert y Erick Guillén, sobre el Proyecto de “Ley Reforma del Artículo 6 de la Ley de Integración de Juntas Directivas y Gerencias de las instituciones autónomas, Ley No. 4646, del 20 de octubre de 1970 y sus reformas, que en lo conducente dice:

“Considerando:

1. Los puestos de gerentes y subgerentes de las instituciones autónomas son puestos de confianza del poder ejecutivo y por ende, de naturaleza política.
2. Se propone una variación específica en el plazo de los nombramientos de gerentes y subgerentes de instituciones autónomas que actualmente se encuentra en 6 años. La propuesta es cambiar ese plazo a 4 años.
3. Se justifica la propuesta en la asimetría que supone el hecho de que el poder ejecutivo, quien los nombra, es electo por períodos de 4 años lo que implica que, luego de cada elección nacional, haya imposibilidad de nombrar a personas que el poder ejecutivo considere las idóneas para la función.
4. Tanto en entidades públicas como privadas debe regir el principio administrativo de autoridad y respeto a la cadena de mando, lo que supone el hecho de que los nuevos miembros del poder ejecutivo no deberían enfrentar problemas para dirigir, organizar y controlar a los gerentes y subgerentes de las instituciones autónomas, en relación con su estrategia para el país.
5. La realidad es que, al ser puestos políticos, si hay cambio de partido en el poder existe la probabilidad de que los gerentes y subgerentes de las instituciones autónomas no se alineen completamente a las directrices de sus nuevos jefes en el poder ejecutivo.

Recomendación:

Es importante primero aclarar que la gestión administrativa y gerencial de una entidad pública no debería verse afectada por los cambios en la dirección general de la organización, entiéndase país. Por lo tanto, para el caso que nos ocupa, no se recomienda apoyar la propuesta de cambio de plazos en los nombramientos de los gerentes y subgerentes de las instituciones autónomas por cuanto la responsabilidad en la gestión de dichas instituciones es completamente del gobierno de turno, y debe tener las herramientas administrativas y legales suficientes para dirigir a todo su equipo, aun y cuando no lo haya nombrado. Así mismo, la medida debe obligar al poder ejecutivo a revisar sus planes y políticas de manejo país, para permitir un mejor alineamiento de las personas que ocupen los puestos mencionados, con la estrategia general del gobierno”.

5. En Sesión Ordinaria No. 2777, Artículo 12, del 8 de agosto de 2012, se presentó la propuesta del pronunciamiento; no obstante, se presenta una duda con respecto al pronunciamiento emitido por la Escuela de Administración de Empresas, por lo que se traslada el tema para una próxima sesión, con el fin de solicitar la aclaración respectiva a dicha Escuela.

6. Se envía oficio SCI-599-2012 del 8 de agosto de 2012, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido al Dr. Alejandro Masís, Director de la Escuela de Administración de Empresas, en el cual le indica que en la Sesión Ordinaria del Consejo Institucional No. 2777, se da lectura del dictamen, del mismo, se presenta una confusión entre las observaciones y recomendaciones; por lo que de forma vehemente se les solicita, se sirvan aclarar si acogen o se oponen al citado Proyecto de Ley. 






7. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio AED-480-2012, del 11 de agosto de 2012, suscrito por el Dr. Alejandro Masís, Director de la Escuela de Administración de Empresas, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual hace la siguiente aclaración:

“Consideran que:  Basados en análisis y criterio técnico, el TEC debe oponerse a la aprobación de dicho proyecto.  En relación con el texto que parece inducir a confusión, se establece que lo que quiso aclararse en primer lugar, fue que las decisiones políticas que afectan a las direcciones de las instituciones mencionadas, no deberían afectar la gestión administrativa y gerencial de la entidad, toda vez que el nuevo poder ejecutivo “debe tener las herramientas administrativas y legales suficientes para dirigir a todo su equipo, aún y cuando no lo haya nombrada”.


ACUERDA: 

a. Pronunciarse en contra del Proyecto de “Ley Reforma del Artículo 6 de la Ley de Integración de Juntas Directivas y Gerencias de las Instituciones Autónomas Ley No. 4646, del 20 de octubre de 1970 y sus Reformas, Expediente No. 16.624.

b. Instar al Departamento de Servicios Parlamentarios, para que analice y considere las recomendaciones emitidas por la Escuela de Administración de Empresas del ITCR.

c. Comunicar. ACUERDO FIRME







BSS/vvl


	ci.  Secretaría del Consejo Institucional
Vic. de Investigación y Extensión
Vic. de  Docencia
VIESA	
Oficina de Planificación Institucional
Dirección Centro Académico

	Oficina de Comunicación y Mercadeo
Auditoría Interna
Oficina de Asesoría Legal 
FEITEC 
Centro de Archivo y Comunicaciones
Lic. Alejandro Masís, Director Escuela Administración Empresas 
M.Sc. Grettel Ortiz, Directora de la Oficina de Asesoría Legal




image01.png




image03.png




